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EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL. “El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral. Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. Ahora bien, a la luz de lo dispuesto en los artículos 4º y 9º del Decreto 2463 de 2001, el concepto técnico que estas Juntas emitan calificando la pérdida de capacidad laboral de un afiliado, debe estar acorde con las directrices y procedimientos que al respecto se encuentran señalados en el Manual Único para la Calificación de la Invalidez, regulado en el Decreto Reglamentario 917 de 1999; así mismo debe estar motivado en razones de hecho construidas con base en elementos probatorios tales como: historias clínicas, reportes, valoraciones o exámenes médicos periódicos, y cualquier otro tipo de material que permita establecer relaciones de causalidad, como lo son: certificados de cargos y labores, comisiones, realización de actividades, uso de determinadas herramientas o aparatos; y en razones de derecho, que no son más que las normas que se aplican al caso concreto. Por su parte, el artículo 31 ibídem establece una formalidad para el dictamen que califica el estado de invalidez y es el atinente a que las Juntas de Calificación de Invalidez deben elaborar y notificar su concepto técnico en un formato especial que autoriza el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para esos fines, el cual deberá estar diligenciado y firmado por cada uno de los miembros de la Junta. No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne. En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; y ello debe ser así, por cuanto el grado de invalidez y su origen son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos.”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, quince de marzo de dos mil dieciséis, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora LUZ MARINA LARGO MEJÍA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2016, dentro del proceso que promueve en contra de la AFP ING S.A. (Hoy PROTECCIÓN S.A.) y la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y al cual fue llamada en garantía la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2011-01175-01.  

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende la señora Luz Marina Largo Mejía que la justicia laboral declare la nulidad del dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 21 de octubre de 2010 y con base en ello aspira que se condene a la AFP ING S.A. (Hoy Protección S.A.) a reconocer y pagar la pensión de invalidez desde el mes de noviembre de 2006, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas, los daños morales, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: En su vida laboral se ha desempeñado como empleada de servicios generales, actividad que realizó durante los años 2001 hasta mayo de 2006 en el INEC por medio de una CTA; entre los años 2005 y 2006 asistió a múltiples consultas médicas siendo sometida a exámenes, hospitalizaciones y 3 cirugías en el abdomen, permaneciendo incapacitada por 230 días; desde finales del año 2006 quedó reducida a la cama, sin poder caminar y movilizándose en silla de ruedas, pero los médicos aseguraron que su problema no era físico, sino mental; sus dolores son tan intensos que solo se calman con la aplicación de morfina; de acuerdo a algunos exámenes los médicos manifestaron la posibilidad de que se tratara de un cáncer, sin embargo, fue tratada como enferma mental, no obstante, su condición se fue agravando al punto que desde el mes de octubre de 2008 requiere una sonda permanente en la vejiga;
La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda la declaró invalida a partir del 17 de julio de 2009; resolviendo el recurso de apelación interpuesto, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez determinó que la fecha de estructuración de la invalidez data del mes de febrero de 2009, teniendo en cuenta para ello únicamente el examen que determinó el problema de la vejiga; para asignársele esa fecha no se tuvo en cuenta que ella quedó reducida a la cama en el año 2006, lo cual quedó registrado por varios de los galenos que la trataron; en el mes de mayo de 2009 solicitó a la AFP el reconocimiento de la pensión de invalidez, misma que fue negada el 7 de enero de 2011, por no contar con 50 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez; actualmente se determinó que padece cáncer de ovario con metástasis en los huesos, encontrándose en estado terminal.
Al contestar la demanda –fls.140 a 164- la AFP ING S.A. (Hoy Protección S.A.) aceptó los servicios prestados por la actora en INEC, el contenido de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez Regional y Nacional, la solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez y su respuesta, y la enfermedad terminal que le fue encontrada. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Genérica”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Inexistencia de la obligación y/o cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la causa por insuficiente densidad de semanas cotizadas”, “Conflicto excluyente”, “Compensación”, “Inexistencia de causal de nulidad”.
En escrito adjunto –fls.165 a 167- solicitó que fuera llamada en garantía la Compañía de Seguros Bolívar S.A. en virtud a las pólizas previsionales de invalidez y sobrevivencia que estuvieron vigentes entre el 1º de abril de 2006 y el 31 de marzo de 2010.
Luego de aceptarse el llamamiento en garantía, Seguros Bolívar S.A. se pronunció frente al mismo y también respecto al libelo introductorio –fls.200 a 224-. Aceptó los hechos en los que se basó el llamamiento en garantía y propuso como excepción “Límite de responsabilidad”.

En cuanto a la demanda, aceptó los mismos hechos admitió la AFP y respecto a los demás expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Cumplimiento de las obligaciones legales por parte de la demandada y también de la Compañía de Seguros Bolívar S.A.”, “Falta de requisitos para acceder a la pensión de invalidez y por lo mismo inexistencia del derecho”, “Buena fe”, “Compensación”, “Cobro de lo no debido”, “Límite de responsabilidad”, “Inexistencia de la obligación para atender el amparo de suma adicional para pensión de invalidez, contemplado en las condiciones de la póliza”, “Prescripción” y “Ecuménica”.
La Junta Nacional de Calificación de Invalidez por medio de curador ad litem dio contestación a la demanda –fls.232 a 235- manifestando que no le constaba ninguno de los hechos planteados por la demandante. No se opuso a las pretensiones en la medida en que sean probadas dentro del proceso. 
En el curso del proceso, la Junta demandada compareció a través de su representante legal, motivo por el que el juzgado en auto de 5 de abril de 2013, después de haberlo notificado por conducta concluyente, determinó que dicha entidad toma el proceso en el estado en el que se encuentra en ese momento.

En sentencia de 4 de marzo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que si bien considera que la señora Luz Marina Largo Mejía quedó postrada en el año 2006, como en principio lo estableció el Grupo Interdisciplinario de Calificación de la Compañía de Seguros Bolívar S.A., debiéndose establecer como fecha de estructuración de la invalidez el 24 de mayo de 2006, la verdad es que lo que debió hacer la parte actora fue atacar el porcentaje fijado a cada una de las patologías en ese momento, sin que así lo hubiere hecho, motivo por el que no resulta posible modificar la fecha de estructuración establecida por la Junta Regional de Calificación de Caldas, a quien oficiosamente se le solicitó que determinara cuando se había estructurado la invalidez de la demanda, señalando que la misma se consolidó el 4 de febrero de 2009 debido a una patología denominada como “vejiga neurogénica”.
Por los motivos expuestos absolvió a las demandadas de las pretensiones solicitadas por la señora Luz Marina Largo Mejía.
Inconforme con la decisión, la actora interpuso recurso de apelación manifestando que el fallo de primer grado resulta contradictorio, pues le da la razón cuando sostiene que su invalidez se estableció en el año 2006 cuando quedó definitivamente postrada en la cama, sin embargo, a renglón seguido dice no poder cambiar la fecha de estructuración determinada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, quien la fijo para el 4 de febrero de 2009 en consideración a que no se atacó el grado dado a las deficiencias; sin embargo, no tuvo en cuenta la a quo que en este proceso no está en discusión ni el grado de PCL ni el origen, es decir, no es una discusión médica frente a las patologías que ya fueron asignadas y calificadas, por lo que el litigio a definir se contrae únicamente a definir cuando fue que ella perdió definitivamente la capacidad laboral, que no puede ser otra que en el año 2006 cuando no pudo volver a valerse por si misma; teniendo derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez prevista en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial del dictamen emitido el 21 de octubre de 2010 en el que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez determinó como fecha de estructuración de la invalidez de la señora Luz Marina Largo Mejía se situaba el 4 de febrero de 2009?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho la demandante a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

Ahora bien, a la luz de lo dispuesto en los artículos 4º y 9º del Decreto 2463 de 2001, el concepto técnico que estas Juntas emitan calificando la pérdida de capacidad laboral de un afiliado, debe estar acorde con las directrices y procedimientos que al respecto se encuentran señalados en el Manual Único para la Calificación de la Invalidez, regulado en el Decreto Reglamentario 917 de 1999; así mismo debe estar motivado en razones de hecho construidas con base en elementos probatorios tales como: historias clínicas, reportes, valoraciones o exámenes médicos periódicos, y cualquier otro tipo de material que permita establecer relaciones de causalidad, como lo son: certificados de cargos y labores, comisiones, realización de actividades, uso de determinadas herramientas o aparatos; y en razones de derecho, que no son más que las normas que se aplican al caso concreto. 

Por su parte, el artículo 31 ibídem establece una formalidad para el dictamen que califica el estado de invalidez y es el atinente a que las Juntas de Calificación de Invalidez deben elaborar y notificar su concepto técnico en un formato especial que autoriza el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para esos fines, el cual deberá estar diligenciado y firmado por cada uno de los miembros de la Junta.

No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; y ello debe ser así, por cuanto el grado de invalidez y su origen son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 
EL CASO CONCRETO
Al sustentar el recurso de apelación, la señora Luz Marina Largo Mejía manifestó que su inconformidad con el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 21 de octubre de 2010, únicamente se circunscribía en lo relacionado con la fecha de estructuración de invalidez, es decir, que el grado de pérdida de la capacidad laboral y el origen establecidos en él no eran objeto de controversia en el proceso.

En efecto, al revisar la demanda –fls.2 a 20- se observa que lo que pretende la demandante es que se señale que su invalidez no se estructuró en la fecha señalada en el referenciado dictamen, sino que lo fue en el mes de noviembre del año 2006, cuando quedó postrada en la cama.

De acuerdo con lo expuesto, no existe discusión entonces en que la invalidez del 60.78% de origen común determinada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual fue corroborada dentro del proceso por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas (prueba decretada por la falladora de primer grado de conformidad con las facultades conferidas en el artículo 54 del C.P.T. y de la S.S.), fue producida por patología denominada “Vejiga Neurogénica”, a la cual se le asignó un 30% dentro de las deficiencias, siendo el factor determinante para que se le calificara con la referenciada invalidez del 60.78%.
Bajo esos parámetros, lo que corresponde analizar es si esa patología, en efecto, solo se presentó desde el 4 de febrero de 2009, como lo manifiestan las mencionadas Juntas de Calificación de Invalidez, o si por el contrario la misma se evidenció años atrás cuando la señora Luz Marina Largo Mejía empezó a desarrollar las enfermedades que la llevaron a quedar postrada en la cama, como lo afirma en la demanda.

Para realizar ese análisis, la señora Largo Mejía allegó los diferentes exámenes a que fue sometida y su historia clínica –fls.29 a 86-, encontrándose que:
1. Aproximadamente desde el año 2005 iniciaron fuertes dolores en la zona abdominal, que luego de realizados varios exámenes llevaron en que en un lapso de tres años fuera intervenida quirúrgicamente en tres oportunidades, sin que dichas cirugías permitieran que cesara el dolor, debiéndosele suministrar morfina para calmar su dolencia.

2. En ninguna de las tres cirugías practicadas a la señora Largo Mejía se encontró patología alguna, motivo que llevó a los médicos a señalar que ella sufría un dolor abdominal crónico.

3. Esas dolencias llevaron a que la paciente perdiera paulatinamente la movilización, padeciendo inicialmente fuertes punzones en las piernas, lo que finalmente derivó que su movilización se efectuara por medio de silla de ruedas, situación que se presentó a finales del año 2006.

4. El 25 de octubre de 2007 fue realizado TAC abdominal, en el cual no se reportó evidencia de alteración.

5. El 29 de octubre de 2007 se le realizó colonoscopia y gamagrafía ósea de tres fases, encontrándose en el primer examen adherencias posquirúrgicas, colon espástico (colon irritable) y hemorroides grado I con la mucosa no despulida. Frente al segundo examen se diagnosticó lesión focal hipercaptante de características metastásicas que compromete la región acetabular derecha adyacente a la rama ilio púbica.

6. El 7 de mayo de 2008 determinan que la accionante tiene postración crónica por dolor irritable y trastorno adaptativo de base, el cual se ha estudiado pero sin confirmar malignidad.

7. El 14 de noviembre de 2008, la accionante es atendida al continuar con fuertes dolores en la región abdominal, encontrándose en ese momento desplazamiento del hígado. Igualmente se encuentra obstrucción urinaria que lleva a que le pongan sonda vesical.

8. El 30 de diciembre de 2008 se confirma que la señora Luz Marina Largo Mejía padece retención urinaria, debiéndosele hacer estudio macroscópico a la hematuria (presencia de sangre en la orina) ante posible enfermedad metastásica.
9. El 4 de febrero de 2009 se realiza urodinamia que confirma que la demandante padece vejiga neurogénica asensible.
De conformidad con los hallazgos encontrados en los exámenes e historia clínica de la señora Luz Marina Largo Mejía, se evidencia que las dolencias que se generaron en su sistema urinario datan del 14 de noviembre de 2008, cuando ella es atendida nuevamente por fuertes dolores en la región abdominal, y en ese instante sufre una obstrucción urinaria que hace que le pongan sonda vesical; padecimiento que se agravó al punto de tener presencia de sangre en la orina, obligando a los médicos a hacer un estudio macroscópico de la hematuria, que finalmente desencadenó en que en examen de 4 de febrero de 2009 se le dictaminara a través de urodinamia, que padecía de vejiga neurogénica asensible.

Es decir, que los graves síntomas que concluyeron en el diagnostico referenciado anteriormente, esto es, vejiga neurogénica asensible, que fue el factor determinante para que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez determinara que la actora tenía una PCL superior al 50%, exactamente, que ascendió al 60.78%, se estructuró el 14 de noviembre de 2008 y no el 4 de febrero de 2009 cuando se confirma el diagnóstico mediante la relacionada urodinamia, motivo por el que se declarará que los dictámenes emitidos por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas incurrieron parcialmente en error grave en lo que tiene que ver con la fecha de estructuración de la invalidez de la accionante.
Sentado lo anterior, y al ser una invalidez de origen común, para acceder a la pensión de invalidez prevista en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 860 de 2003, le corresponde acreditar a la demandante que dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración, tiene cotizadas por lo menos 50 semanas al sistema general de pensiones y según el certificado de aportes allegado por la AFP ING S.A. (Hoy Protección S.A.), entre el 14 de noviembre de 2005 y el 14 de noviembre de 2008 ella hizo aportes correspondientes a 25.86 semanas, las cuales resultan insuficientes para que se le reconozca la prestación económica que reclama, sin que pueda acceder a ese derecho aplicando el principio de la condición más beneficiosa en la forma establecida por la Sala de Casación Laboral, pues de acuerdo con la referenciada historia laboral, para el momento en que se estructura la invalidez, la señora Luz Marina Largo Mejía no se encontraba activa como cotizante, debiendo acreditar entonces 26 semanas cotizadas dentro del año anterior a la estructuración y 26 semanas adicionales en el año anterior a la fecha de expedición de la Ley 860 de 2003, sin embargo, entre el 14 de noviembre de 2007 y la misma calenda del año 2008 no registra cotizaciones al sistema general de pensiones.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales primero y tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2016.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales PRIMERO y TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“PRIMERO. A. DECLARAR que la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ Y LA JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, incurrieron parcialmente en error grave en los dictámenes emitidos el 21 de octubre de 2010 y 27 de enero de 2015 respectivamente, en lo que tiene que ver con la fecha de estructuración de la invalidez de la señora LUZ MARINA LARGO MEJÍA, pues ella data del 14 de noviembre de 2008 y no del 4 de febrero de 2009.

B. ABSOLVER a la AFP ING S.A. (Hoy PROTECCIÓN S.A.) de las pretensiones de la demanda.

TERCERO. CONDENAR en costas procesales a la parte actora en un 50% a favor de la AFP ING S.A. (Hoy PROTECCIÓN S.A.).
SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia recurrida en todo lo demás.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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